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6399/2011

C.C.A. c/ GOOGLE s/HABEAS DATA (ART. 43 C.N.)

Buenos Aires, 28
de marzo de 2016.- JS

Y VISTOS Y CONSIDERANDO:

I.- A fs. 57/60 se presenta el Sr. C.A.C, mediante apoderado e interpone la presente acción de hábeas data contra Google a fin de que se actualice su situación procesal, ya que aparece en el buscador como procesado en una causa, cuando en realidad el proceso penal se encuentra suspendido.

Relata que es Presidente de la Sociedad B.J., con locales comerciales que giran en plaza bajo el nombre de fantasía “T.M.” y que aún cuando la empresa que representa se ha acogido a los beneficios de la ley 24769, figura en el portal de la accionada una nota publicada el 27 de diciembre de 2005, que se encuentra totalmente desactualizada y le causa serios perjuicios.

Señala que al teclearse su nombre, el buscador Google remite a dos notas, una titulada “Procesaron a C.A.C. por facturas apócrifas”, que se encuentra en el portal …… y otra, “Lo procesaron por usar facturas truchas” en el portal D.J..

Manifiesta que en junio de 2009, en la causa caratulada “B.J. S.A. s/ infracción ley 24.769” denunció haberse acogido a los beneficios de la ley 26.476 y el Juzgado en lo Penal Económico n° …. resolvió suspender las acciones penales en curso.

Reitera que en la actualidad el proceso penal se encuentra suspendido y solicita se rectifiquen, actualicen o se
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supriman los datos que no son ciertos y que perjudican su buen nombre.

A fs. 100/108, se presentan mediante apoderado, Google Argentina S.R.L. y Google Inc. y contestan el informe requerido.

Como cuestión previa, Google Argentina SRL, plantea la falta de legitimación pasiva, señalando que su mandante es una sociedad local cuya actividad principal es la venta de espacios publicitarios en Internet y su personal no tiene acceso a servidores –situados fuera del país- que operan el motor de búsqueda de Google.

Aclara que la única sociedad responsable del funcionamiento de esos servicios el Google Inc., desde los sitios web www.google.com y www.google.com.ar.

Sostiene que Google Argentina SRL no representa a Google Inc., no presta servicios de Internet y que tampoco cuenta con los medios técnicos, ni colabora con Google Inc. en esa actividad.

Solicita que, ante la manifiesta falta de legitimación de Google Argentina SRL, se la excluya del proceso, no obstante lo cual, contesta la demandada instaurada tanto en representación de Google Inc. como de Google Argentina SRL.

Manifiesta que la acción es improcedente pues Google no es un archivo, ni un registro, ni una base de datos en los términos de la ley 25.326, sino que su actividad consiste en ser un motor de búsqueda de internet.

Destaca que ello es muy distinto a una base de datos personales, pues no almacena, administra ni informa datos relacionados a un grupo determinado o determinable de personas, sino que es un archivo de direcciones URL (páginas web), que su sistema ordena en índices.
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Explica que son los terceros, que publican y mantienen en la red esa información, quienes eventualmente, pueden eliminarla, actualizarla o rectificarla y contra quienes el actor debería haber dirigido su acción, pues ningún acto que Google realice sobre su buscador tendrá efecto sobre la información objetada.

Por otra parte, agrega que el Sr. C. no ha precisado cual es la información cuya “actualización” pretende, ni su ubicación en la red, ni su autor o autores y que lo peticionado pretende censurar información cierta de su pasado, relacionada a una causa penal, que es de interés público.

A fs. 124, se ordena la producción de la prueba ofrecida –que es cumplida en forma parcial- y a fs. 197/204, en respuesta a lo ordenado a fs. 196, el actor acompaña una nota publicada en el D.J. y su sitio web ……. y la constancia de acreditación de las cuotas canceladas en AFIP, con el objeto de demostrar que se mantienen vigentes las circunstancias relatadas en el escrito de inicio.


A fs. 207/11, la demandada contesta el traslado conferido y a fs. 217/220, se expide el Ministerio Público Fiscal.

II.- Cabe recordar que en lo sustancial el hábeas data argentino prevé cinco metas fundamentales: acceder a la información, rectificarla, actualizarla, suprimirla y asegurar su "confidencialidad". Sin embargo, como requisitos de la admisión formal de su trámite, el promotor de dicho remedio, deberá alegar que los registros del caso incluyen información que es inexacta o que puede provocarle discriminación; debiendo tenerse presente además, que como variable que es de la acción de amparo, el hábeas data esta sometido a las previsiones constitucionales de aquélla, entre las que se cita -según el nuevo texto constitucional-, la necesidad de que el acto lesivo padezca de una "arbitrariedad o ilegalidad manifiesta" (conf.
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Sagues, N.P., "Derecho Procesal Constitucional. Acción de Amparo", Astrea, Buenos Aires, 1995, N° 349, ps. 681/82; CNCiv., Sala A, causa Pochini, Oscar de Jesús y otro c/ Organización Veraz SA" del 8.9.97; CNFed. Civ. y Com. Sala III, causa N° 6053/97 del 21/05/98).

Es del caso agregar, además, que si bien el tercer párrafo del artículo 43 de la Constitución Nacional se refiere a los casos de falsedad o discriminación, lo que pareciera limitar los supuestos del hábeas data a la protección contra los datos falsos o discriminatorios, esto no implica dejar fuera de la protección constitucional a los datos erróneos u obsoletos. Es decir, el hábeas data no sólo procede contra los datos total o parcialmente inexactos o discriminatorios, sino también contra los datos obsoletos o los que deban permanecer reservados (conf. arg. “Miguel Angel Ekmekjian – Calogero Pizzolo (h), Hábeas Dara, El derecho a la intimidad frente a la revolución informática, ed. Depalma, 1995, pág. 100).

Asimismo, la ley 25.326 en su art. 2do. incorporó los datos denominados sensibles, es decir aquellos datos personales que revelan el origen racial y étnico, opiniones políticas, convicciones religiosas, filosóficas o morales, afiliación sindical e información referente a la salud o a la vida sexual.

Finalmente cabe recordar que la mencionada ley determina la protección integral de datos personales en archivos, registros, bancos de datos, u otros medios técnicos de tratamientos de datos, sean éstos públicos o privados destinados a dar informes (conf. art. 1° de la ley 25.326).

III.- En los términos en que ha quedado planteada la cuestión, cuadra destacar que la pretensión del actor es clara y concreta: solicita la actualización, rectificación o suspensión de las publicaciones en las que figure información referida a su situación procesal en la causa caratulada “B.J. S.A. s/
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infracción ley 24.769”, en virtud de encontrarse suspendida por el acogimiento a un plan de facilidades de pago.

Ahora bien, corresponde señalar, en primer lugar, que tal como ha sido explicado extensamente por el demandado, la función de Google se limita a enlazar el nombre del peticionario, a través de su buscador, con distintos sitios que contienen una nota periodística en la que se lo menciona.

Luego, teniendo en cuenta, entonces, que la demandada no constituye ni un “registro” ni un “banco de datos públicos”, como prevee la ley 25.326, adelanto mi opinión en cuanto considero que, en la especie, no se verifican los presupuestos previstos por el art. 43, tercer párrafo de la CN.

En tales condiciones, la acción iniciada, tendiente a evitar la difusión de contenidos elaborados por terceros, en un sitio al que la demandada sólo le otorgaría la plataforma para operar, debe ser desestimada, máxime cuando ni siquiera se ha intentado ubicar al responsable de la publicación o publicaciones objetadas.

Ello así pues, en punto a los presupuestos de admisibilidad de la acción aquí intentada, reviste singular importancia lo atinente a la ilegalidad o arbitrariedad manifiesta del acto. Ellas se presentan a través de conductas contrarias a derecho, que se enfrentan con las normas positivas o bien, como nota subjetiva caracterizada por el mero voluntarismo apuntado a la violación del derecho (como concepto de arbitrariedad). Su carácter manifiesto implica que el juez debe advertir, sin asomo de duda, que se encuentra frente a una situación palmariamente ilegal o resultante de una irrazonable voluntad del sujeto demandado (cfr. Rivas, A.A., El amparo, págs. 80, 81 y 86), cfr. CNFed. Civ. y Com., Sala I, D’ Alessandro Nelly María y otro c/ IOS s/ amparo, causa nro. 16.173/95.)
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La ilegalidad o arbitrariedad, para la procedencia de la acción, deben ser claras o manifiestas, pero ello no significa que deban aparecer sin necesidad de prueba. Debe demostrarse la restricción ilegítima del derecho, aunque dicha demostración no deba ser objeto de investigaciones exhaustivas que excedan el marco de la acción de hábeas data.

IV.- Por otra parte, el actor no ha podido acreditar que existan registros que contengan información inexacta, requisito indispensable para exigir la supresión, rectificación o actualización de aquellos.

Debe recordarse que le incumbía al accionante, la demostración de los extremos alegados, de conformidad con el principio general establecido en materia de carga probatoria.

Nótese que de la documentación acompañada y prueba producida, se desprende que en la causa “B.J. S.A. y otro s/ infracción ley 24.769”, que tramita ante el Juzgado Penal Económico n° 6, Secretaría n° 12, se resolvió, con fecha 2/10/09, suspender la acción penal en curso y declarar la interrupción de la prescripción penal contra el actor (ver fs. 145/7).

Asimismo, la AFIP, informó que el contribuyente,B.J. S.A, se acogió a los beneficios de la ley 26.476, que se encuentra vigente y a la fecha se está cumpliendo con los respectivos pagos (ver fs. 189).

En tales condiciones, la orfandad probatoria en que ha incurrido la parte actora, que tenía la carga, se reitera, de acreditar los hechos que pretende sean admitidos, obliga a analizar con rigor las argumentaciones en que basa su postura y que se circunscriben a lo alegado en el escrito de inicio, pieza que no resulta convincente.
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Ello así pues, como se dijo, no ha sido demostrada la falsedad o inexactitud de la noticia, es decir, que el dato suministrado sea falso o inexistente.

No parece dudoso, entonces, que tal actitud comporta un incumplimiento del deber que tienen las partes de presentar los elementos necesarios para la dilucidación de las cuestiones sometidas a juzgamiento, razón por la cual estimo procedente interpretar dicho proceder como un indicio más desfavorable a la postura de la actora (DAVIS ECHANDIA, Teoría General de la Prueba Judicial, t. II, p. 678 y ss., CNF Civ. y Com. Sala II causas 2455 del 10/2/84 y 5106 del 22/5/87).

A lo que cabe agregar que, la búsqueda de información a través de servicios de internet, se encuentra comprendida dentro de la garantía constitucional que ampara la libertad de expresión (art. 1 de la ley 26.032) y el derecho protegido por el art. 31 de la ley 11.723.

En este orden de ideas, el Alto Tribunal se pronunció en el sentido de que el derecho a expresarse a través de Internet fomenta la libertad de expresión tanto desde su dimensión individual como colectiva, y destacó la importancia del rol que desempeñan los motores de búsqueda en la difusión de información y de opiniones (in re “Rodriguez, Maria Belén c. Google Inc. s. daños y perjuicios) (CNFed. Civ. y Com., Sala 3, causa 2.106/15 del 17.07.15)

En tales condiciones, impedir –por esta vía expedita- la difusión de información de interés público conllevaría, a mi criterio, la afectación de la garantía del art. 14 de la Constitución Nacional.

Por ello, y tal como lo sostiene el Ministerio Público Fiscal, cuyos argumentos comparto, la acción debe ser desestimada, resultando abstracto el tratamiento de la falta de legitimación pasiva interpuesta por Google Argentina SRL.
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Por lo expuesto, FALLO: Rechazando la acción promovida el Sr. C.A.C. contra

GOOGLE ARGENTINA SRL Y GOOGLE INC, con costas al actor (art. 68 del CPCC).

Teniendo en cuenta la labor profesional desarrollada en estos autos, por los letrados apoderados de la demandada, Dr. ARNALDO CISILINO y MARIA EUGENIA VIDELA (esta última por su intervención en la audiencia de fs. 123), regulo sus honorarios en la suma de PESOS DOCE MIL ($12.000) y PESOS MIL ($1.000), respectivamente; y los de la representación legal y dirección letrada del actor, DRA. VIVIANA EDITH KOFFMAN en la suma de PESOS NUEVE MIL ($ 9.000).

Se hace saber que la regulación precedente incluye las tareas cumplidas en el expediente conexo n° 1402/2011.

Asimismo, por la aceptación del cargo de fs. 126 y presentación de fs. 130, fijo los emolumentos del perito ingeniero en sistemas, RUBEN OSCAR PORRAZZO en la suma de PESOS CUATROCIENTOS ($ 400) y los del consultor técnico, ALEJANDRO DANIEL VIDAL, en la suma de PESOS CIENTO CINCUENTA ($ 150) –fs. 128-

ASÍ RESUELVO.

Notifíquese, y, oportunamente, ARCHIVESE.-

FRANCISCO DE ASIS SOTO

JUEZ DE 1RA.INSTANCIA
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